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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de abril de 2021. 

Comparecen ante nos, Ramón A. Hernández Lucca 

(“Hernández Lucca”) y Ruth Madeline Colón Colón (en conjunto 

“Apelantes”) mediante Escrito de Apelación, presentado el 4 de 

febrero de 2021, para solicitar que revoquemos Sentencia emitida 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Mayagüez, el 1 de 

diciembre de 2020, notificada el 9 de diciembre de 2020. En virtud 

de la misma, el foro primario desestimó por vía sumaria la Demanda 

y declaró la nulidad de sendos contratos.  

Por los fundamentos expuestos a continuación, 

CONFIRMAMOS la Sentencia recurrida.  

I. 

El 22 de febrero de 2019, los Apelantes presentaron Demanda 

sobre entredicho, injunction preliminar e injunction permanente en 

contra de la Corporación de los Adventistas del Séptimo Día del 

Oeste de Puerto Rico (“Corporación”). En síntesis, los Apelantes 
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arguyeron que Hernández Lucca otorgó un Contrato de Cesión de 

licencia de la Comisión Federal de Comunicaciones (“FCC”, por sus 

siglas en inglés) para operar un canal de televisión y un Asset 

Purchase Agreement mediante el cual acordaron vender ciertos 

activos (en conjunto los “Contratos”) de la Corporación a través del 

pastor David Rodríguez (“Pastor Rodríguez”) como representante de 

la Corporación.  

Los Apelantes alegaron que, por virtud de los Contratos, 

llevaron a cabo varias gestiones e incurrieron en gastos para para 

obtener la licencia del FCC y tomar control del canal de televisión 

cedido. Entre estas gestiones, radicaron una solicitud de 

transferencia de licencia ante la FCC. Sin embargo, tras los 

requerimientos de documentación de la FCC, según alegaron los 

Apelantes, la Corporación unilateralmente se retractó de los 

Contratos. Por tanto, en su Demanda, solicitaron cumplimiento 

específico de los Contratos, al igual que daños y perjuicios.  

En vista de lo anterior, el 25 de marzo de 2021, la Corporación 

presentó Contestación a la Demanda y Reconvención. 

Particularmente, en la Reconvención, alegó la nulidad de los 

Contratos por incumplir con los términos dispuestos en virtud de la 

Resolución Corporativa emitida el 25 de abril de 2018. En esencia, 

la referida resolución, facultaba al Pastor Rodríguez, Héctor Acevedo 

Irizarry y Yarelis E. Álvarez Pérez (en conjunto “Apoderados”) a 

comparecer en representación de la Corporación en diversos actos 

como el que atañe a la controversia trabada en el presente caso: 

----------(l) Para vender, traspasar, ceder, permutar e 
hipotecar bienes muebles e inmuebles y derechos 

personales y reales de la pertenencia de la Corporación, 
o por las cantidades, términos, pactos y condiciones que 
estimen convenientes, . . . . Véase Resolución 
Corporativa, 25 de abril de 2018, pág. 2, Apéndice, 
Anejo W pág. 137. 
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Sin embargo, la Resolución Corporativa expresamente limita dicha 

facultad al requerir la comparecencia de por lo menos dos 

apoderados en la referida instancia.  

Trabada la controversia, en el proceso de descubrimiento de 

prueba, la Corporación cursó a los Apelantes Primer Pliego de 

Interrogatorio, Producción de Documentos, y Requerimiento de 

Admisiones, el 6 de mayo de 2020. Ante la falta de presentación de 

contestación, el 3 de junio de 2019, la Corporación presentó Moción 

Solicitando Orden Dando por Admitido el Requerimiento de 

Admisiones. La Corporación arguyó que los Apelantes dejaron pasar 

el término de veinte días dispuesto en las Reglas de Procedimiento 

Civil para contestar u objetar las admisiones, por lo que procedía 

darlas por admitidas. El 6 de junio de 2019, el Tribunal de Primera 

Instancia notificó Orden emitida el 4 de junio de 2019, en la que 

concedió a los Apelantes un término de diez días “para expresar su 

posición en cuanto a dar por admitidos los requerimientos de 

admisiones”.  

Luego de varios trámites y enmiendas a las alegaciones, el 19 

de junio de 2021, los Apelantes presentaron Contestación a la 

Reconvención en la que negaron las alegaciones de la misma. Como 

corolario a ello, el 2 de julio de 2019, la Corporación reiteró su 

solicitud de orden para que se dé por admitido el requerimiento de 

admisiones. El mismo día, el foro de instancia emitió Orden, 

notificada el 3 de julio de 2019, en la que declaró Ha Lugar la 

solicitud instada por la Corporación y dio por admitidos los hechos 

del requerimiento de admisiones.  

Así las cosas, el 30 de septiembre de 2020, la Corporación 

presentó Moción solicitando se dicte Sentencia Sumaria. En síntesis, 

la Corporación argumentó que los Contratos no se otorgaron 

conforme a los requisitos de firma dispuestos en la Resolución 

Corporativa correspondiente y, por tanto, eran nulos. 
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Posteriormente, el 12 de noviembre de 2020, los Apelantes se 

opusieron y arguyeron que hacía falta juicio plenario para 

determinar la validez de los Contratos.  

El 1 de diciembre de 2020, el Tribunal de Primera Instancia 

emitió Sentencia, notificada el 9 de diciembre de 2020, en la que 

desestimó la Demanda y declaró Ha Lugar la Reconvención, 

declarando así la nulidad de los Contratos. En apretada síntesis, 

determinó que no había una controversia de hechos que impidiera 

resolver por la vía sumaria, y determinó que los Contratos fueron 

firmados por el Pastor Rodríguez sin la comparecencia de otro de los 

Apoderados, según requerido en la Resolución Corporativa. Por 

tanto, la Corporación no consintió válidamente a los Contratos.  

Además, determinó que los Apelantes no acreditaron que hubiera 

una ratificación posterior de los Contratos por parte de la 

Corporación. Por lo tanto, concluyó que los Contratos y todos los 

actos derivados de estos carecían de validez.   

Inconformes, el 24 de diciembre de 2021, los Apelantes 

presentaron Moción sobre reconsideración al amparo de la Regla 47 

de Procedimiento Civil de Puerto Rico (“Moción de Reconsideración”). 

En primera instancia, los Apelantes argumentaron que la solicitud 

de sentencia sumaria incoada por la Corporación estaba predicada 

únicamente en el requerimiento de admisiones y, a esos fines, el foro 

de instancia no estaba limitado por dichos hechos, por lo que que 

debía dirimir los asuntos de credibilidad pendientes. Además, 

arguyeron que, en la Resolución emitida por el foro a quo sobre el 

recurso de injunction preliminar e injunction permanente presentado 

por los Apelantes, el foro primario estableció determinaciones de 

hechos que controvierten las de la Sentencia emitida. En particular, 

se refirieron a lo relativo a la Minuta Acuerdo del 8 de enero de 2019 

de la Corporación. Al entender de los Apelantes, esta Minuta Acuerdo 

indica que los Contratos fueron ratificados posteriormente. A pesar 



 
 

 
KLAN202100076 

 

5 

de lo antes expuesto, el 28 de diciembre de 2020, el foro primario 

declaró No Ha Lugar a la Moción de Reconsideración instada, 

notificada el 5 de enero de 2021.  

Posteriormente, el 4 de febrero de 2021, los Apelantes 

acudieron ante esta Curia mediante Escrito de Apelación, en virtud 

del cual, solicitan que revoquemos el dictamen emitido y alegan que 

el Tribunal de Primera Instancia incurrió en el siguiente 

señalamiento de error: 

Erró el Honorable Tribunal de Instancia al emitir 

sentencia sumaria predicada en la admisión de un 
requerimiento de admisiones; habiendo obviado la 
evidencia documental admitida en la vista celebrada el 

26 de marzo de 2019 e igualmente, habiendo obviado 
las Determinaciones de Hecho emitidas en la 

Resolución de 26 de marzo de 2019; por lo que 
ciertamente hay serias controversias de hecho y de 
derecho que impiden que se dicte sentencia sumaria.  

 

El 15 de marzo de 2021, la Corporación compareció mediante 

Alegato en Oposición. Con el beneficio de la comparecencia de ambas 

partes, pasamos a exponer el derecho aplicable.  

II. 

A. Estándar de Revisión de Sentencia Sumaria en 

Apelación 

En Meléndez González et al. v. M. Cuebas, el Tribunal 

Supremo estableció “el estándar específico” que debe utilizar este 

Foro al “revisar denegatorias o concesiones de Mociones de 

Sentencia Sumaria”. 193 DPR 100, 117 (2015). A esos efectos, el 

Tribunal dispuso: 

[E]l Tribunal de Apelaciones debe: (1) examinar de novo 

el expediente y aplicar los criterios que la Regla 36 de 
Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia le exigen 

al foro primario; (2) revisar que tanto la Moción de 
Sentencia Sumaria como su oposición cumplan con los 
requisitos de forma codificados en la referida Regla 36; 

(3) revisar si en realidad existen hechos materiales en 
controversia y, de haberlos, cumplir con la exigencia de 

la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, de 
exponer concretamente cuáles hechos materiales 
encontró que están en controversia y cuáles están 

incontrovertidos, y (4) de encontrar que los hechos 
materiales realmente están incontrovertidos, debe 
proceder a revisar de novo si el Tribunal de Primera 
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Instancia aplicó correctamente el Derecho a la 
controversia. Roldán Flores v. M. Cuebas et al., 199 DPR 

664, 679 (2018)(citando a Meléndez González et al. v. M. 
Cuebas, supra, págs. 118-119). 

 

Es decir, planteada una revisión de sentencia sumaria, el 

Tribunal de Apelaciones está en la misma posición que el Tribunal 

de Primera Instancia para resolver, por lo que debe evaluar las 

mociones presentadas en el foro primario y cumplir con los 

requisitos de le Regla 36 de Procedimiento Civil al emitir su 

dictamen.  

B. Sentencia Sumaria y Controversias de Hecho 
 

La Regla 36 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

36, establece los parámetros para solicitarle al tribunal que dicte 

sentencia sumariamente.  

La moción de sentencia sumaria es un 
mecanismo procesal que provee nuestro ordenamiento 

para propiciar la solución justa, rápida y económica de 
controversias en las cuales resulta innecesario celebrar 
un juicio plenario. Procede en aquellos casos en los que 

no existen controversias reales y sustanciales en cuanto 
a los hechos materiales, por lo que lo único que queda 

por parte del poder judicial es aplicar el Derecho. 
Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 109 
(Énfasis suprimido)(Cita omitida). 

 

Sin embargo, el propósito de solución rápida está sujeto al 

principio de alcanzar una decisión justa. Véase Santiago v. Ríos 

Alonso, 156 DPR 181, 194 (2002).  

La moción de sentencia sumaria “[p]rocede en aquellos casos 

en los que no existen controversias reales y sustanciales en cuanto 

a los hechos materiales, por lo que lo único que queda por parte del 

poder judicial es aplicar el Derecho”. Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, supra, pág. 109 (Énfasis en el original)(Citas omitidas). Para 

que esa controversia de hecho sea “real o sustancial, o genuina[,] 

debe ser de una calidad suficiente como para que sea necesario que 

un juez la dirima a través de un juicio plenario”. Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010).  
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Mientras la Regla impone a la parte que se oponga un deber 

de contestar las alegaciones, es decir, “no podrá descansar 

solamente en las aseveraciones o negaciones contenidas en sus 

alegaciones, sino que estará obligada a contestar en forma tan 

detallada y específica como lo haya hecho la parte promovente”. 32 

LPRA Ap. V, R. 36.3(c). No obstante, “[e]l hecho de no oponerse a la 

solicitud de sentencia sumaria no implica necesariamente que ésta 

proceda si existe una controversia legítima sobre un hecho 

material”. Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 215. Por 

consiguiente, al momento de determinar si existen controversias de 

hecho que impidan resolver por la vía sumaria,  

el tribunal debe analizar los documentos que 
acompañan la solicitud de sentencia sumaria y los 
documentos incluidos con la moción en oposición, así 

como los que obren en el expediente del tribunal. Esta 
determinación debe ser guiada por el principio de 
liberalidad a favor de la parte que se opone a que se 

dicte sentencia sumaria. Este análisis liberal persigue 
evitar la privación del derecho de todo litigante a su día 

en corte cuando existen controversias de hecho 
legítimas y sustanciales que deben ser resueltas. Íd., 
págs. 216-217 (Cita omitida). 

 
Por tanto, aun cuando la parte que se opone no cumpla con el 

estándar de la Regla 36, los tribunales deben auscultar si existen 

controversias de hecho a partir de la información que obre en el 

expediente y, además, aplicar el derecho. Ese incumplimiento no 

supone que se dicte sentencia en contra de la parte de manera 

automática.  

C. Doctrina de Ley del Caso 

“En nuestra jurisdicción, los derechos y las obligaciones 

adjudicados mediante un dictamen judicial, que adviene final y 

firme, constituyen ley del caso”. Cacho Pérez v. Hatton Gotay y otros, 

195 DPR 1, 8 (2016)(Citas omitidas).   

En específico, las determinaciones judiciales que 
constituyen la ley del caso incluyen todas aquellas 
cuestiones finales consideradas y decididas por el 
tribunal.  Esas determinaciones, como regla general, 

obligan tanto al tribunal de instancia como al que las 
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dictó, si el caso vuelve ante su consideración. [L]a 
doctrina solo puede invocarse cuando exista 

una decisión final de la controversia en sus méritos. Íd., 
pág. 9 (Cita omitida)(Énfasis en el original). 

 

Por tanto, solo podemos hablar de la doctrina de ley del caso 

cuando estamos ante una decisión final que adjudique una 

controversia.  

D. Requerimiento de Admisiones 

“Los requerimientos de admisiones cumplen una función 

importante en nuestro sistema adversativo, pues sirven como un 

instrumento sencillo y económico para delimitar las controversias 

del caso”. Rivera Prudencio v. Mun. de San Juan, 170 DPR 149, 171 

(2007)(Cita omitida). Al amparo de las Reglas de Procedimiento Civil, 

“una parte podrá requerir por escrito a cualquier otra parte que 

admita la veracidad de cualesquiera materias dentro del alcance de 

la Regla 23.1 . . .”. 32 LPRA Ap. V, R. 33(a).  

Todas las cuestiones sobre las cuales se solicite una 
admisión se tendrán por admitidas, a menos que dentro 
de los veinte (20) días de haberle sido notificado el 
requerimiento, o dentro del término que el tribunal 
concediese mediante una moción y notificación, la parte 

a quien se le notifique el requerimiento le notifica a la 
parte que requiere la admisión una contestación 

suscrita bajo juramento por la parte o una objeción 
escrita sobre la materia. Íd. (Énfasis suplido). 

 

Es decir, “[e]l requerido tiene un deber afirmativo de responder y 

de efectuar las gestiones necesarias para obtener la información 

para admitir o negar”. Rivera Prudencio v. Mun. de San Juan, supra, 

pág. 172. De lo contrario, quedará admitida y “se considerará 

definitiva, a menos que el tribunal, previa moción al efecto, permita 

el retiro o enmienda de la admisión”. 32 LPRA Ap. V, R. 33(b)(Énfasis 

suplido). “Realmente su propósito no es descubrir hechos, sino 

establecerlos de modo concluyente”. J.A. Cuevas Segarra, Tratado de 

Derecho Procesal Civil, (L. Abraham y P. Abraham, eds.), 2da ed., 

San Juan, Pubs. JTS, 2011,  T. III, pág. 1001 (Cita omitida)(Énfasis 

suplido). El efecto práctico de esta admisión, “es que releva a la parte 
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adversa de tener que presentar en el juicio prueba del hecho 

admitido . . .”. Rivera Prudencio v. Mun. de San Juan, supra, pág. 

171 (Cita omitida). Esto “propicia que se acorte la audiencia y que 

no se incurra en gastos innecesarios”. Íd.  

E. Contratos otorgados a nombre de otro 

En el transcurso de este pleito, el 28 de noviembre de 2020, 

entró en vigor el nuevo Código Civil de Puerto Rico, Ley Núm. 55-

2020 (“Código Civil de 2020”). A pesar de que los hechos de este 

caso son previos a esa fecha, consideramos pertinente aclarar unos 

puntos respecto a la aplicabilidad de este. Conforme a las 

disposiciones transitorias, los “contratos celebrados bajo el régimen 

de la legislación anterior y que son válidos con arreglo a ella, surten 

todos sus efectos según la misma, con las limitaciones establecidas 

en este Código”. 31 LPRA sec. 11717. No obstante, si esos mismos 

contratos resultaren “ineficaces bajo dicha legislación, no adquieren 

validez por el hecho de que este Código disponga algo distinto con 

relación a su eficacia”. Íd. Por lo tanto, un contrato que fuere nulo 

bajo el ordenamiento anterior sigue siéndolo bajo el Código Civil de 

2020. Establecido esto, pasamos a discutir el derecho vigente al 

momento de los hechos de este caso.    

Al amparo del Código Civil de Puerto Rico de 1930 (“Código 

Civil”), los contratos existen desde que las partes consienten a 

obligarse respecto a la causa y objeto de estos. Véase 31 LPRA ant. 

secs. 3371, 3375, 339, 3451. No obstante, nadie puede contratar a 

nombre de otro sin autorización. Un contrato así otorgado es nulo, 

salvo que sea ratificado por la persona a cuyo nombre se contrata. 31 

LPRA ant. sec. 3376. Un negocio ratificable es aquel en el que una 

parte se excedió de su capacidad representativa y, como resultado, 

no surte efecto hasta tanto sea ratificado por la parte contratante. 

Esta ratificación suple el consentimiento ausente de la parte y hasta 



 
 

 
KLAN202100076 

 

 

10 

que no sea ratificado, ese negocio no surte efecto. Véase Soto v. 

Rivera, 144 DPR 500, 514-516 (1997). 

“La figura de la ratificación opera exclusivamente en el campo 

del mandato o de la representación . . .”. Íd, pág. 514.  El mandato 

o poder es un contrato regulado por el Código Civil mediante cual 

una parte se obliga a actuar por otra. 31 LPRA ant. sec. 4421-4488. 

Mediante un mandato, “[e]l mandatario puede realizar cualquier 

clase de actos jurídicos autorizados por el mandante . . .”. Zarelli v. 

Registrador, 124 DPR 543, 552 (1989)(Citas omitidas).“En lo que el 

mandatario se haya excedido, no queda obligado el mandante sino 

cuando lo ratifica expresa o tácitamente”. 31 LPRA ant. sec. 4461 

(Énfasis suplido). 

Cuando se trata de contratación por un ente corporativo, el 

Tribunal Supremo ha reconocido que “por ser una corporación un 

organismo artificial e intangible, existente solamente en 

correspondencia a la ley, todos sus actos han de celebrarse en 

representación suya por vía de agentes”. Gasolinas PR v. Registrador, 

155 DPR 652, 665–666 (2001)(Énfasis suplido)(Citas omitidas). Esto 

puede ser mediante estatutos de la corporación o por alguna otra 

autorización expresa o implícita. Véase Íd., pág. 666. 

En lo que concierne la ratificación, la corporación puede ser 

obligada a “asumir las consecuencias de los actos de un oficial suyo, 

llevados a cabo sin autoridad expresa ni implícita. . . si ésta, luego 

de enterarse de la transacción, expresamente adoptó, reafirmó o 

aceptó, la misma o no la desaprobó”. L.M. Negrón Portillo, Derecho 

corporativo puertorriqueño, 2da ed., San Juan, Impresos Araya, 

1996, pág. 184 (Énfasis suplido).  

III. 

Expuesto el marco jurídico, pasamos a aplicar el derecho. En 

este caso, el foro primario emitió determinaciones de hecho que, en 

síntesis, establecieron que los Contratos fueron otorgados sin el 
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consentimiento de la Corporación y no fueron ratificados 

posteriormente. Los Apelantes plantean que el tribunal a quo ignoró 

evidencia documental y determinaciones de hecho previamente 

realizadas por el foro de instancia, por lo que existe controversia de 

hechos que impide la resolución por vía sumaria. Veamos.  

A.  

En su escrito, los Apelantes arguyen que existen controversias 

de hecho respecto al por qué el Pastor Rodríguez otorgó los 

Contratos; si hubo una resolución corporativa; si se ratificaron los 

Contratos en la Minuta Acuerdo; y si se retractó la Corporación de 

esa ratificación. Respecto a los motivos del Pastor Rodríguez, 

entendemos que estos son irrelevantes para la controversia ante 

nosotros, pues, este no puede arrogarse facultades que la 

Corporación no le haya conferido. No obstante, examinemos el resto 

de los planteamientos.  

Conforme a las determinaciones de hecho del foro de instancia 

y los documentos que obran en el expediente, el 25 de abril de 2018, 

la Corporación emitió una Resolución Corporativa en la que le 

confirió ciertas facultades a los Apoderados. Esta Resolución 

Corporativa expresamente les faculta:  

--------- (l) Para vender, traspasar, ceder, permutar e 
hipotecar bienes muebles e inmuebles y derechos 
personales y reales de la pertenencia de la Corporación, 
o por las cantidades, términos, pactos y condiciones que 

estimen convenientes. 
 
-------Todas las facultades conferidas en esta resolución 

podrán ser ejercidas individualmente por las personas 
autorizadas, excepto la última, que se requerirá la 
comparecencia de dos de los mencionados apoderados 
en cualquier documento que haya de otorgarse. Véase 
Resolución Corporativa, 25 de abril de 2018, pág. 2, 

Apéndice, Anejo W, pág. 137 (Énfasis suplido). 
 

Ante este escenario, los Contratos otorgados en el caso de 

marras requerían la comparecencia de dos de los Apoderados. A esto 

se le suman las Admisiones 1 a 3 y 8 a 10 de los Apelantes admitidas 

por el foro de instancia que leen:  
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1. Admita que en el contrato de Cesión de Derechos que 
se alega en el inciso 5 de la demanda, lo firmó por la 

parte de la demandada, solamente David Rodríguez 
Rodríguez. 

2. Admita que en el documento “Asset Purchase 
Agreement” lo firmó por la parte de la demandada 
solamente David Rodríguez Rodríguez. 

3. Admita que la Corporación de los Adventistas del 
Séptimo Día del Oeste de Puerto Rico, Corp., no 
autorizó los contratos a los que hace referencia en 

su demanda.  

4. . . . 

5. Admita que en las reuniones de la Comisión de 
Comunicaciones nunca se discutió la intención de 
ceder la licencia.  

6. Admita que en las reuniones de la Comisión de 
Comunicaciones nunca se accedió a cederle a 

Ramón Hernández Lucca ni a su esposa la licencia.  

7. . . . 

8. Admita que la Corporación no contrató con los 

demandantes para cesión del canal.  

9. El documento citado por usted en los incisos 5 y 6, 
no representa los intereses de la Corporación. 

10. Admita que los documentos citados en los incisos 5 
y 6 no están suscritos como requiere la Resolución 

Corporativa del 25 de abril de 2018. Véase Primer 
Pliego de Interrogatorio, Producción de Documentos y 
Requerimiento de Admisiones, Apéndice, Anejo P, 

págs. 110-111. 

Los documentos citados en los incisos 5 y 6 de la Demanda a 

los que se refieren estas admisiones son, precisamente, los 

Contratos. Los incisos leen: 

5. Mediante Contrato de Cesión de Derechos suscrito el 
8 de mayo de 2018, la parte Demandada, “la 
Corporación” contrató con los Demandantes la cesión 

de dicha licencia para que estos últimos adviniesen 
titulares del derecho a buscar un nuevo canal; ello 

encaminado a salvar la licencia y a que la licencia antes 
descrita quedaría suspendida al 1ero de agosto de 2018. 
Ello permitiría que los Demandantes gestionaran el 

desplazamiento del canal para ubicar licencia en otro 
canal.  

 
6. Posteriormente, el día 20 de agosto de 2018, las 
partes del epígrafe otorgaron un Contrato titulado 

“Asset Purchase Agreement” mediante el cual la parte 
Demandada; “la Corporación” acordó vender a los 
Demandantes; los señores Hernández-Colón los 

siguientes activos: 
 

a) LPTV License, Facility ID No. 20271 – Call Sign 
WTPM-CD 
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b) Two microwave licenses associated with the 
operation of the LPTV Station, WPJB364 and 

WQHV656 
c) el derecho a gestionar por desplazamiento el 

nuevo canal Véase Demanda, presentada 22 de 
febrero de 2019, pág. 2, Apéndice, Anejo G, pág. 
37(Paréntesis omitidos). 

 

Puesto que los Apelantes no proveyeron evidencia en contrario, 

este hecho es incontrovertido. 

Por otro lado, en cuanto a la determinación de si se ratificaron 

los Contratos, los Apelantes aluden particularmente a la Minuta 

Acuerdo del 8 de enero de 2019. Esta minuta lee:  

Luego del Diálogo acordamos lo siguiente:  

 
1. Detener los procesos iniciados con el licenciado 
Santos y con el Licenciado Joel López y posteriormente 

comunicarnos con el Licenciado Francisco Montero, 
representante legal de WTPM-LD canal 28, ante la FCC 
para que continúe con los procesos de traspaso de 

licencia a Ramón A. Hernández Lucca y los 
administradores de APO, Héctor Acevedo, Misael 

Román y Yarelisse Álvarez. Véase Minuta Acuerdo, 8 de 
enero de 2019, Apéndice, Anejo R, pág. 118. 
 

Por su parte, consta en expediente de autos que la 

Corporación le comunicó por escrito mediante misiva con fecha de 

21 de febrero de 2019, enviada a los Apelantes, que no estaría 

ratificando los Contratos. Además, al examinar las determinaciones 

de hechos de la Resolución emitida el 26 de marzo de 2019, 

concluimos que estas no son incompatibles con las de la Sentencia 

en ningún punto.  

Mediante esta Resolución, el Tribunal de Primera Instancia 

solo adjudicó la controversia en cuanto a si los Apelantes cumplían 

con los requisitos para solicitar un remedio de injunction. Por 

consiguiente, no emitió dictamen alguno sobre la controversia 

contractual entre las partes. Consecuentemente, distinto a lo 

esbozado por los Apelantes, estas determinaciones de hecho no 

obligan en la resolución del caso de autos y, aun si obligaran, estas 

no son incompatibles con las determinaciones de la Sentencia.  



 
 

 
KLAN202100076 

 

 

14 

 Las determinaciones de hecho del foro primario en Resolución, 

en lo pertinente, fueron las siguiente: 

De la prueba testifical desfilada por la parte demandante y la 

prueba documental admitida en evidencia se pueden establecer las 

siguientes determinaciones de hecho: 

 

1. El 8 de mayo de 2018 CORP. OF THE SEVENTH DAY 

ADVENTISTS OF WEST PR, representada por el pastor David 
Rodríguez Rodríguez, en su calidad de Cedente, y quien indicó que 

acreditaba su capacidad representativa mediante la 

correspondiente Resolución Corporativa, suscribió un “CONTRATO 

DE CESIÓN DE DERECHOS” junto a Ramón Hernández Lucca, 

quien aparece como soltero, propietario y vecino de Caguas, como 

el cesionario. (Exhibit V). 

2. De conformidad con el contrato que se menciona el inciso 1, el 

cedente es dueño de una licencia de la FCC (Federal 

Communications Commission), para operar un canal de televisión 

el cual se identifica de la siguiente manera: WTPM-LC Canal 45, 

CDBS Application ID No.: 1512458. (Exhibit V). 

3. Mediante dicho contrato, el cedente cedió y traspasó a favor de 

[sic] el cesionario, sin retribución de clase alguna, la licencia del 

Canal 45 con todos sus usos, así como el derecho a obtener una 

licencia a su nombre para la operación de este. La cesión del canal 

de televisión conllevaba el permiso para utilizar las siguientes 
microondas: WP JB364 Frecuencia 12,850-12,875 y WQHV656, 

Frecuencia 7,075-7-100. El cesionario se hacía responsable de 

obtener los documentos necesarios para el traspaso de la licencia 

a su nombre en la FCC. (Exhibit V). 

4. En la Resolución Corporativa de la Corporación demandada 

fechada el 25 de abril de 2018, se autoriza a David Rodríguez 
Rodríguez, Héctor Acevedo Irizarry y a Yarelisse E. Álvarez Pérez a 

entre otros asuntos “(1) Para vender, traspasar, ceder, permutar e 

hipotecar bienes muebles e inmuebles y derechos reales de la 

pertenencia de la Corporación, o por las cantidades, términos, 

pactos y condiciones que estimen convenientes”. (Exhibit VI). No 
obstante, con respecto a esta facultad, se requería la 

comparecencia de dos de los mencionados apoderados en 

cualquier documento que haya de otorgarse. (Exhibit VI). 

5. La Cesión de Derechos que constituye el Exhibit V sólo 

compareció una de las personas autorizadas por la Resolución 

Corporativa.  

6. . . . . 

7. . . . . 

8. El 20 de agosto de 2018 la corporación y Ramón A. Hernández 

Lucca suscribieron un documento titulado; “ASSET PURCHASE 

AGREEMENT” donde se vende la licencia de la estación antes 
mencionada al demandante de conformidad con los términos y 

condiciones del contrato. (Exhibit IV). En ese acuerdo se establece 

lo siguiente: “The parties shall cooperate in the prompt preparation 

and filing of an application with the FCC for consent of the 

assignment of the license from Seller to Buyer. Such application is 

to be filed within thirty (30) business day after the day of this 
Agreement. The parties shall cooperate in the diligent submission 

of any additional information requested or requires by the FCC with 

respect to such application and shall take all steps reasonable 

required for the expeditious prosecution of such application to a 

favorable conclusion”. (Exhibit IV). 

9. Antes de que se venciera el proceso de culminación del traspaso 

de licencia, el 8 de enero de 2019 se firmó una “minuta con 

acuerdo” suscrita por varios miembros de la parte demandada, 

(Exhibit I) en donde indica que estaban reunidos los 

administradores de la Asociación Adventista Puertorriqueña del 

Oeste (APO) con el ingeniero Ramón A. Hernández y que luego de 
un diálogo acordaron lo siguiente: “Detener los procesos iniciados 

con el licenciado Santos y con el Licenciado Joel López y 

posteriormente comunicarnos con el Licenciado Francisco 
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Montero, representante legal de WTPM-LD canal 28, ante la FCC 

para que continúe con los procesos de traspaso de licencia a 
Ramón A. Hernández. Mediante este acto el ingeniero Ramón A. 

Hernández Lucca y los administradores de APO, Héctor Acevedo, 

Misael Román y Yarelisse Álvarez, llegan a este acuerdo.” No 

obstante, el 21 de febrero de 2019, el Licenciado Joel A. López 

Borges el abogado de la parte demandada le escribió una carta al 

abogado de la parte demandante en donde a nombre de la 
Corporación de los Adventista del Oeste de Puerto Rico del Séptimo 

Día, Corp., donde le indica al demandante que “luego de revaluar 

este asunto, no estará ratificando el documento titulado Contrato 

de Cesión de Derechos[”]. En dicha carta, le indica además lo 

siguiente: “Advertimos que el mismo no se hizo de conformidad con 
las normas que rigen la Corporación de los Adventistas del Oeste 

de Puerto Rico del Séptimo Día (en o subsiguientes APO), por lo 

que carece de validez. En adición a ello, se ha corroborado con la 

Federal Comunications Commission el trámite en cuestión, y nos 

hechos percatado de diferencias en las versiones que alegó su 

representado al señor Ramón a. Hernández Lucca, ante la APO. Por 
lo que, en mérito de lo anterior no se estará suscribiendo un 

acuerdo que permita el traspaso de la licencia a favor de su 

representado[”]. [sic]“Véase Exhibit XIII. Véase Resolución, 

emitida el 26 de marzo de 2019, págs. 1-4, Apéndice, 
Anejo D, págs. 23-26. (Negrillas suprimidas). 

 

Del lenguaje citado no surge ninguna determinación de hecho 

que contradiga el dictamen emitido en la Sentencia, pues, estas 

solamente describen la evidencia presentada y admitida. No cabe 

duda de que las determinaciones de hecho dos y tres son 

descriptivas; solo exponen el contenido de los Contratos, sin 

adjudicar su validez. Los hechos restantes son los mismos en los 

que se apoya la Sentencia desestimatoria.  

A tenor con lo anterior, no podemos colegir que existe una 

controversia de hechos real y sustancial sobre hechos materiales. 

Por tanto, conforme al mandato de la Regla 36 y Meléndez González 

et al. v. M. Cuebas, supra, solo nos resta aplicar el derecho a los 

hechos que no están en controversia.  

B. 

Según expuesto anteriormente, los contratos que sean 

otorgados por un representante a nombre de otro son nulos si este 

se excede de la facultad delegada en el poder o mandato. La única 

manera de conferirle validez a tal negocio es mediante la ratificación. 

Véase Soto v. Rivera, supra. Conforme a los hechos expuestos, que 

no están en controversia, los Contratos fueron otorgados entre 

Hernández Lucca y el Pastor Rodríguez. No obstante, por tratarse de 
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contratos de cesión de bienes y derechos, estos requerían la 

comparecencia de dos Apoderados para suplir el consentimiento de 

la Corporación. Por consiguiente, no cabe duda de que no hubo 

consentimiento válido de la Corporación en los Contratos y estos son 

nulos.  

Por otro lado, de los hechos incontrovertidos no surge 

evidencia que la Corporación ratificó los Contratos. Conforme a 

derecho, la ratificación debía ser expresa—mediante una resolución 

corporativa—, o implícita—lo cual requería evidenciar que la 

Corporación aceptó los Contratos y derivó beneficios de ellos. Por lo 

tanto, en ausencia de evidencia al respecto, concluimos que no 

operó ratificación de los Contratos. Véase Ortiz Muñoz v. Rivera 

Martínez, 170 DPR 869, 882 (2007); Negrón Portillo, op. cit. A tenor 

con lo anterior, el foro de instancia no erró al desestimar la 

Demanda. 

IV. 

Por los fundamentos expuestos, CONFIRMAMOS la Sentencia 

recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


